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1. Introducción 

La minería no autorizada de minerales y carbón ocurre en varios países, como Perú, India, 

Nigeria e Indonesia (Lahiri-Dutt, 2014). El Ministerio de Energía y Recursos Minerales de 

Indonesia informó que este delito se registró en 2700 lugares. Estas se clasifican en dos tipos 

de recursos naturales: carbón en 96 lugares y minerales en 2645 lugares distribuidas por todo 

el territorio de Indonesia (Esdm, 2022). 
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RESUMEN 

La existencia de recursos naturales tiene un impacto significativo en los ingresos 

estatales, pero también es un factor criminógeno para el delito. La etapa de exploración 

genera violaciones no solo en los permisos, sino también en el daño ambiental debido al 

uso de sustancias tóxicas, lo cual ocurre en dos tipos de actos delictivos. Esta 

investigación analiza la tipología del delito de minería ilegal y su modelo de aplicación. 

La Ley Nº 32/2009 y la Ley Nº 3/2020 son las principales fuentes legales, con un 

enfoque basado en casos. Este artículo sostiene que la tipología ilegal no se basa 

únicamente en la concesión de permisos, sino que también puede identificarse en 

función de la zona minera. Comprender el concepto de tipología ilícita en la minería 

facilita a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley desglosar todos los 

elementos del delito en una serie de actividades de minería ilegal. Este artículo afirma 

que las perspectivas administrativas de la aplicación en minería ilegal deben ser 

priorizadas. El modelo de aplicación cambió en función del área de negocio minero, ya 

que este factor distingue el uso de la ecología como un elemento para aplicar sanciones 

penales. 

 

DECLARACIÓN DE IMPACTO 

La minería ilegal es un problema grave para los países con recursos naturales. Uno de 

los impactos de la minería ilegal es el daño ambiental. Como resultado, es fundamental 

prestar mucha atención al mecanismo de aplicación del derecho penal. Este impacto 

negativo no debe pasarse por alto, ya que el daño ambiental puede ser irreversible. Una 

forma de mejorar la comprensión de las instituciones encargadas de la aplicación de la 

ley en el manejo de la minería ilegal es mediante el enfoque basado en la tipología 

según la zona minera. La aplicación de la tipología de minería ilegal basada en el área 

comienza desde la etapa de investigación y luego se detalla en la acusación del fiscal 

público. Según algunos, este enfoque refleja la presencia de justicia ecológica en el 

sistema de justicia penal. 
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 El aumento de los delitos de minería ilegal en Indonesia tiene impactos 

multisectoriales, como económicos, ambientales y sociales (Resosudarmo et al., 2009). El 

impacto económico radica en que el estado sufre pérdidas, ya que el sector de minerales y 

carbón es una de las principales fuentes de ingresos en las que el gobierno confía para el 

desarrollo. En términos ambientales, se observa una disminución en la calidad del suelo y una 

reducción de las poblaciones y hábitats de animales. Mientras tanto, los impactos sociales 

indirectos incluyen el potencial de conflictos horizontales en las comunidades, además del 

riesgo para los delincuentes, dado que el equipo utilizado generalmente no cumple con los 

estándares de seguridad.  

 Como medio y fuente de vida humana, el medio ambiente debe ser protegido de 

cualquier delito, incluido el impacto de la minería ilegal. La protección de los no humanos es 

una forma de comportamiento humano para lograr la justicia ecológica. Tal comportamiento 

ayudará a las futuras generaciones a disfrutar de un ambiente saludable (Stefanie & Stefan, 

2012). Los factores no humanos, como una de las víctimas de la minería ilegal, necesitan 

atención especial. Los esfuerzos por explotar los recursos naturales están orientados hacia el 

centro del ser humano, y esta es la perspectiva antropocéntrica. La naturaleza tiene valor 

siempre y cuando sea beneficiosa para los humanos, de modo que el riesgo de satisfacer las 

necesidades humanas puede llevar a sacrificar la naturaleza (Des Jardins, 2012). 

 Como uno de los mecanismos y procesos en la aplicación de la ley, el sistema de 

justicia penal se convierte en el punto central para lograr la certeza, la justicia y el beneficio. 

El funcionamiento de la ley tendrá un impacto en la decisión del juez. Por lo tanto, los 

componentes del sistema de justicia penal deben trabajar de acuerdo con el orden organizativo 

de cada institución encargada de la aplicación de la ley (Crespo, 2016). 

 Se conceptualiza el crimen de diversas maneras. La forma más común en que las 

personas ven el crimen es como un acto dañino que infringe la ley. Sin embargo, muchos 

criminólogos adoptan una visión más compleja, considerando el crimen no solo como una 

infracción de la ley, sino también como otros actos que causan daño. Las tipologías también 

pueden facilitar los esfuerzos de prevención del crimen o corrección, cuyo éxito depende de 

identificar y abordar con precisión los problemas específicos subyacentes a los diferentes 

tipos de conductas delictivas (Welsh et al., 2018). 

 Una tipología del crimen y el comportamiento criminal es un marco teórico que se 

puede aplicar de manera práctica para organizar, clasificar y comprender diversos 

comportamientos ilegales. Una tipología es una teoría gestionada, construida teóricamente, 

clínicamente o empíricamente, mediante la enumeración de tipos de crímenes basados en un 

marco teórico particular. Las tipologías criminales son marcos teóricos que pueden aplicarse 

de manera práctica para organizar, clasificar y comprender una amplia gama de 

comportamientos ilegales. Las tipologías proporcionan información para tomar decisiones, 

políticas, prácticas y leyes (Helfgott & Meloy, 2013). 

 Las tipologías criminales combinan la teoría y la práctica al clasificar el 

comportamiento criminal como un marco organizativo que identifica las conductas delictivas 

de una manera que las teorías generales no pueden. Las tipologías del crimen juegan un papel 

particular en las respuestas de las fuerzas del orden, el poder judicial y las instituciones de 

corrección hacia los tipos de delincuentes y las situaciones delictivas. 
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 Las tipologías del crimen se construyen de diversas maneras. Piers Beirne y 

Messerschmidt utilizan una tipología sociológica al combinar crímenes típicamente definidos 

en los códigos legales y crímenes y daños sociales fuera de la ley que han recibido mucha 

atención en la literatura sociológica y criminológica (Messerschmidt, 2015). Uno de los tipos 

más graves de crimen es el crimen ambiental, ya que el impacto de este tipo de crimen es 

multifacético. Los crímenes ambientales incluyen varias categorías principales: delitos contra 

la fauna, minería ilegal, delitos de contaminación, pesca ilegal y tala ilegal. Todos ellos violan 

las leyes ambientales y pueden causar daños significativos no solo al medio ambiente, sino 

también a la salud humana. 

 La imposición de sanciones a los delincuentes es una idea importante que debe ser 

abordada en el sistema de justicia penal en términos del estado de derecho y los factores del 

perpetrador o de la víctima (Jacobs, 2013). El derecho penal reconoce la responsabilidad por 

culpa y la responsabilidad objetiva, pero estos dos conceptos son imágenes reflejadas el uno 

del otro (Coleman, 1992). Sin embargo, la aplicación de esta responsabilidad penal ha 

generado agitación, especialmente al juzgar la culpabilidad de los perpetradores en 

violaciones relacionadas con la minería ilegal. Esta responsabilidad se ve influenciada por el 

crecimiento de las perspectivas sobre la existencia de la naturaleza como parte de los seres 

vivos con los mismos derechos que los humanos (Zwart, 2014). 

 Varios académicos han realizado estudios sobre el crimen ambiental. Primero, Espin y 

Perz (2021) tienden a analizar la efectividad de la aplicación de la ley ambiental utilizando 

dos enfoques: el enfoque de sanciones y el enfoque de cumplimiento o cooperación, lo que 

provoca una aplicación monolítica de la ley ambiental. En segundo lugar, los resultados de la 

investigación de Ali y Setiawan (2023) no mencionan más la aplicación de sanciones para los 

perpetradores, a pesar de que la existencia de sanciones tiene una porción específica para la 

realización de la justicia de manera proporcional. En tercer lugar, la investigación de Ali et al 

(2022) investigó la existencia de la degradación ambiental como una violación criminal. Uno 

de los componentes de la agravación criminal podría aplicarse a los delincuentes para 

salvaguardar el medio ambiente. La magnitud de la violación incluye el daño ambiental como 

un factor agravante. 

 A la luz de diversas fuentes literarias, la investigación debe abordar la aplicación de la 

ley en relación con la minería ilegal basada en tipologías. En consecuencia, este artículo se 

propone analizar los mecanismos del sistema de justicia penal en la aplicación de las leyes 

sobre minería ilegal basadas en la identificación tipológica de las regiones mineras. La 

investigación tiene como objetivo abordar dos cuestiones fundamentales. En primer lugar, 

busca explorar cómo la categoría de minería ilegal puede interpretarse como un delito grave. 

En segundo lugar, pretende investigar cómo el modelo de aplicación de la ley para la minería 

ilegal contribuye a lograr la justicia ecológica dentro del sistema de justicia penal. 

 

2. Metodología 

Una revisión exhaustiva de la literatura pertinente y previa es una característica fundamental 

en cualquier esfuerzo de investigación académica. Esta revisión literaria cumple la función 

crucial de establecer una base sólida para la comprensión y el enfoque de esta investigación. 

Además, el desarrollo de marcos teóricos y la exploración de los hallazgos de estudios previos 

pueden enriquecer significativamente la profundidad de comprensión del estudio actual en 

relación con los conceptos delineados en trabajos académicos anteriores. Por lo tanto, a través  
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de esta revisión literaria, los objetivos principales son identificar brechas de conocimiento y 

resaltar la urgencia y relevancia de la investigación en curso. 

 Los recursos legales clave utilizados en este estudio son dos leyes legislativas sobre la 

protección y gestión ambiental: la Ley N° 4 de 2009 en conjunto con la Ley N° 3 de 2020 y la 

Ley N° 32 de 2009. Los materiales legales fueron recopilados como reglas legislativas del 

sitio web peraturan.bpk.go.id, que ayuda a los investigadores brindando acceso a datos 

regulatorios actuales y revisados. El enfoque utilizado como materiales complementarios de 

investigación implica la clasificación de amplias tipologías de actividades criminales y 

tipologías particulares relacionadas con la minería ilícita. Además, se incorporan dos casos 

con los números de decisión 147/Pid.Sus/2022/PN.Tjs y 81/Pid.B-LH/2020/PN.Kba como 

métodos de casos únicos obtenidos del directorio de sentencias de la Corte Suprema de 

Indonesia. 

 El enfoque legislativo analiza las distinciones entre los delitos relacionados con la 

minería ilegal y el daño ambiental. Este método categoriza las diversas formas de minería 

ilegal que resultan en daño ambiental. Posteriormente, se aplica la tipología de la minería 

ilegal para determinar la orientación y urgencia de la justicia ecológica. Mientras tanto, el 

enfoque de caso se analiza para identificar modelos para la aplicación de las regulaciones 

sobre minería ilegal. Así, mediante estos tres enfoques, se pueden identificar modelos 

alternativos para la aplicación de la minería ilegal orientados hacia los valores ecológicos 

dentro del sistema de justicia penal. 

 

3. Resultados 

Una comprensión exhaustiva de las tipologías de los delitos es esencial para identificar las 

actividades criminales y determinar los instrumentos legales que se pueden emplear en el 

proceso de justicia penal. Las autoridades encargadas de la aplicación de la ley perciben la 

minería ilegal principalmente a través del lente de los permisos, específicamente los permisos 

administrativos utilizados como instrumentos legales para atrapar a los perpetradores de la 

minería ilegal. 

 La tipología de la minería ilegal puede identificarse dentro de las áreas de exploración 

minera de minerales y carbón. Este estudio postula que las regiones mineras de minerales y 

carbón pueden clasificarse en dos categorías: minería ilegal dentro y fuera de las áreas 

mineras. Cada tipología conlleva implicaciones para la aplicación de la ley y, en última 

instancia, conduce a sanciones contra los delincuentes. En algunos casos, la justicia ecológica 

puede lograrse cuando los instrumentos que respaldan la minería ilegal son meticulosamente 

analizados y presentados por los investigadores, luego incorporados a los cargos. 

Procedimentalmente, cuando el daño ambiental es reconocido como uno de los elementos del 

delito, puede tratarse como un delito independiente junto con el delito principal de la minería 

ilegal. Indirectamente, este proceso acomoda los valores de la justicia ecológica dentro del 

sistema de justicia penal. 

 Para introducir la justicia ecológica en el sistema de justicia penal, los investigadores 

encargados de la aplicación de la ley deben realizar investigaciones exhaustivas y diligentes. 

Durante la fase de investigación, se debe evitar el egoísmo sectorial, ya que los elementos de 

daño y pérdida ambiental pueden ser descubiertos mediante la participación de expertos, 

como los funcionarios públicos (Principal Protected Notes PPNS), el Departamento de 

Energía y Recursos Minerales, y la Agencia Ambiental, quienes pueden proporcionar 
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testimonios que respalden la naturaleza del delito. 

 La aplicación de la minería ilegal de minerales y carbón desde la perspectiva de los 

permisos no aborda inherentemente el impacto de la minería ilegal. Por lo tanto, es necesario 

un modelo alternativo que incorpore consecuencias, como el daño ambiental, como una parte 

inseparable del proceso de justicia penal. Con este fin, este estudio propone un nuevo modelo 

para la aplicación de la minería ilegal desde la perspectiva de las regiones mineras, que 

introduce factores de daño y pérdida ambiental como base para enfatizar la persecución de los 

perpetradores de la minería ilegal. Para una representación más clara, consulte la Figura 1. 

 Existen cuatro modelos de decisión distintos para la minería ilegal, que se basan en 

sus características respectivas. El método de aplicación de la ley para la minería ilegal, según 

las regiones mineras, se puede clasificar de la siguiente manera: 

 

1. Dentro de las áreas mineras. El concepto predominante de aplicación de la ley contra 

la minería ilegal dentro de las áreas mineras se ha centrado tradicionalmente en los 

permisos. Sin embargo, las operaciones de minería ilegal a menudo implican el uso de 

maquinaria pesada y sustancias químicas, lo que genera posibles riesgos ambientales y 

pérdidas socioeconómicas. Este concepto puede dar lugar a tres modelos de decisión: 

 

 
 

Figura 1. Un nuevo modelo para la aplicación de la ley en la minería ilegal. 

 

Tabla 1. Cuatro tipos de infractores. 
 Un delito cometido Una multitud de delitos 

Sin antecedentes penales Un infractor primerizo de un solo delito Un infractor primerizo múltiple 

Con antecedentes penales Un reincidente de un solo delito Un reincidente múltiple 

Fuente: Audenaert (2021). 

 

 

a. Las decisiones se basan únicamente en la Ley Nº 3/2020. 

b. Resoluciones judiciales posteriores a la calificación de los cargos en virtud de la Ley 

3/2020 y la Ley 32/2009 utilizando el enfoque sistemático de ley especial. 

c. Resoluciones judiciales en la aplicación de cargos penales basados en el concurso real 

de imputaciones. 
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4. Fuera de las zonas mineras. Las decisiones judiciales relativas a la minería ilegal fuera de 

las zonas mineras utilizan el principio general la ley especial deroga a la ley general. 

Implícitamente, se pueden diferenciar actos delictivos únicos y actos delictivos múltiples. En 

primer lugar, los delincuentes pueden clasificarse como autores de un solo delito o de 

múltiples delitos, denominados «delincuentes de un solo delito»  o «delincuentes de múltiples 

delitos». En segundo lugar, estas categorías de infractores pueden ser «infractores primerizos» 

o «infractores reincidentes». La distinción entre estas dos categorías de infractores es de gran 

importancia. 

 Al decidir con mayor especificidad, la noción de la ley especial deroga a la ley general 

se aborda de dos maneras: lógica (especialidades lógicas) y sistemática (especialidades 

sistemáticas). El acto predominante puede utilizarse como un elemento de la culpabilidad de 

una persona por un acto delictivo bajo el principio sistemático de la ley especial, basado en la 

premisa de ley de consumo, derogando la ley de consumo, que indica que una ley prevalece 

sobre otra (Hiariej, 2021). Dado que las características contenidas en el Artículo 89 de la Ley 

18/2013 incluyen, controlan y regulan los actos mineros en áreas de bosques protegidos, 

existen múltiples razones para que la Ley 18/2013 sea aplicada al caso en cuestión. 

 No obstante, la gravedad del castigo dependerá en gran medida del número de 

infracciones cometidas (delito único vs. múltiples delitos) y del historial delictivo del infractor 

(primerizo vs. reincidente). La diferencia entre un «delito único» y un «multireincidente» es a 

menudo directa. Un infractor de delito único comete un único acto que constituye una sola 

infracción, mientras que un multireincidente incurre en múltiples infracciones como resultado 

de varias acciones. Otra distinción depende de la existencia (o ausencia) de antecedentes 

penales, como se presenta en la Tabla 1. 

 

4. Discusión 

Para comprender la tipología de los delitos relacionados con la minería ilegal, es fundamental 

entender el concepto y la tipología de los delitos ambientales. 

 

4.1. Tipología de los Delitos Ambientales 

En los delitos ambientales, la victimización a menudo adquiere una dimensión grave. Esto no 

se debe únicamente a que existan víctimas individuales que sufran daños significativos, sino 

porque estos delitos afectan a numerosas personas y al medio ambiente. Las pérdidas 

individuales pueden ser mínimas, pero los efectos acumulativos sobre la sociedad y el entorno 

pueden ser considerables. 

 En los delitos ambientales, el daño causado no siempre es evidente de inmediato, y sus 

consecuencias pueden ser generalizadas y duraderas. Estos delitos suelen implicar la 

degradación de ecosistemas, la contaminación o la extracción ilegal de recursos, lo que puede 

ocasionar daños a largo plazo al medio ambiente y, en consecuencia, al bienestar de las 

comunidades que dependen de estos ecosistemas. 

 Comprender la tipología de los delitos ambientales es esencial, ya que brinda 

información sobre las diversas formas en que pueden manifestarse estos delitos, permitiendo 

un enfoque más integral para abordarlos y prevenirlos. Además, reconocer los impactos 

sociales y ambientales más amplios de estos delitos resalta su importancia y la necesidad de 

medidas legales y de aplicación efectivas. 

 La tipología de los delitos ambientales puede variar ampliamente e incluye actividades 

como la tala ilegal, el tráfico de vida silvestre, la contaminación del aire y el agua, la  
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disposición inadecuada de residuos peligrosos y, en el contexto de este estudio, la minería 

ilegal. Cada una de estas tipologías presenta desafíos únicos y requiere respuestas legales 

adaptadas para mitigar sus efectos perjudiciales en las personas y el medio ambiente. 

 En el caso de la minería ilegal, comprender su tipología es fundamental no solo para 

las fuerzas del orden y el sistema de justicia penal, sino también para los responsables de la 

formulación de políticas y las agencias ambientales que buscan desarrollar estrategias más 

sólidas para combatir esta forma de delito ambiental. Este entendimiento proporciona una 

base para elaborar leyes y regulaciones que aborden las particularidades de las prácticas de 

minería ilegal y sus repercusiones ambientales. 

 Los delitos ambientales pueden categorizarse en tres formas: violaciones relacionadas 

con permisos, violaciones que ocurren fuera de los marcos regulatorios y acciones realizadas 

de manera ilegal, independientemente de las disposiciones legales (Uhlmann, 2009). 

 

1. Violaciones relacionadas con permisos: Esta categoría abarca delitos que implican el 

incumplimiento de permisos o licencias otorgados por las autoridades regulatorias 

para ciertas actividades con implicaciones ambientales. Las violaciones en este 

contexto suelen ocurrir cuando individuos o entidades se desvían de los términos y 

condiciones estipulados en sus permisos o realizan actividades fuera del alcance de su 

autorización. 

2. Violaciones fuera de los marcos regulatorios: Estos delitos ambientales transgreden 

los marcos legales o normativos establecidos. Dichas violaciones ocurren a menudo 

cuando individuos u organizaciones llevan a cabo actividades no contempladas por las 

leyes o regulaciones ambientales existentes, o cuando operan en áreas donde la 

supervisión regulatoria es menos efectiva. 

3. Acciones ilegales no relacionadas con disposiciones legales: Esta categoría incluye 

delitos ambientales cometidos completamente fuera del alcance de las disposiciones 

legales y normativas. Los infractores que participan en estas actividades lo hacen de 

manera clandestina e ilegal, ignorando cualquier restricción legal. Por ejemplo, la 

minería ilegal entra en esta categoría cuando se realiza sin los permisos y 

autorizaciones requeridos, llevándose a cabo de forma encubierta para evitar ser 

detectados y procesados. 

 

 Comprender estas tres formas de delitos ambientales es fundamental para diseñar 

respuestas legales y regulatorias efectivas. Diferenciar entre estas categorías permite a las 

autoridades adaptar las estrategias de aplicación de la ley para abordar los desafíos específicos 

que plantea cada tipo de delito. Además, facilita que los responsables de la formulación de 

políticas y las agencias encargadas de hacer cumplir la ley desarrollen intervenciones 

específicas para prevenir y combatir los delitos ambientales, garantizando al mismo tiempo la 

protección de los ecosistemas y el bienestar de las comunidades afectadas (Gibbs et al., 2010). 

 Los delitos ambientales pueden clasificarse según su naturaleza. Estos delitos se 

dividen en dos categorías según su naturaleza: aquellos que se aplican de manera específica y 

aquellos que se aplican de manera general. Asimismo, podemos clasificar los delitos según el 

tipo de medio afectado. Por ejemplo, el vertido de residuos puede causar daños a largo plazo  
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en el suelo, las capas de agua y la calidad del aire. La Tabla 2 ofrece una explicación más 

detallada de esta clasificación. 

 
Tabla 2. Tipología de los delitos ambientales 

Naturaleza Elementos Tipo de Delito 

Específico Consecuencias Contaminación del agua, 

contaminación del suelo y 

contaminación del aire 

General Delitos ambientales basados en los métodos de Elementos Vertido, Minería y Derrames de 

petróleo 

Fuente: Clifford (1998). 

 

 Por otro lado, los delitos relacionados con el medio ambiente y los recursos naturales 

también pueden dividirse en primarios y secundarios. Los delitos primarios resultan 

directamente de la contaminación y destrucción de las tierras de recursos naturales. Delitos 

como la contaminación del agua y la quema de bosques y pastizales son un tipo de crimen tan 

antiguo como cualquier otro. No obstante, los delitos secundarios, que a menudo son delitos 

ambientales, son infracciones que resultan de violaciones a las leyes y regulaciones 

ambientales (Rabani et al., 2020). 

 La minería también puede tener impactos generalizados y a largo plazo, al igual que 

los vertidos. Picher, Oklahoma/Tar Creek, alguna vez fue el hogar de la mina de producción 

de estaño más grande del mundo, pero la ciudad fue declarada inhabitable debido a los altos 

niveles de contaminación (Andrews & Masoner, 2011). Los impactos a largo plazo de la 

contaminación causada por la minería irresponsable pueden devastar economías locales y 

crear condiciones desfavorables para la vida humana. 

 Responder a los delitos y daños ambientales también requiere aprender de o intentar 

comprender errores y omisiones previas, así como anticipar riesgos y amenazas futuras. Esto, 

a su vez, requiere prevención o esfuerzos para prevenir o intentar impedir los delitos y daños 

ambientales antes de que ocurran (Brisman & South, 2019). La forma en que respondemos a 

los delitos y la destrucción ambiental está estrechamente vinculada a cómo aprendemos sobre 

diversos desastres ambientales o casos de degradación y destrucción ambiental habitual y 

continua. En contraste, parte del conocimiento o comprensión se basa en nuestra experiencia 

directa de la degradación y los desastres ambientales. 

 

4.2. Tipología de delitos en el sector de minerales y carbón 

Al referirse a la Ley 3/2009 y la Ley 4/2020, la gestión regula la existencia de licencias para 

la minería de minerales y carbón. Esta ley también contiene sanciones penales para quienes 

realicen actividades empresariales de minería de minerales y carbón sin licencia. El concepto 

básico de política contenido en la ley es la administración, es decir, el licenciamiento. Para 

comprender la tipología de la minería ilegal, la base de este tipo de delito es la minería sin 

licencia. 

 

1. Minería de minerales y carbón sin licencia 

 Los recursos naturales de Indonesia son abundantes y diversos, tanto en el mar como 

en la tierra. Sin embargo, la libertad para gestionar estos recursos a menudo es objeto de 

abuso. No se consideran los impactos ambientales, ni se asume responsabilidad alguna, lo que 

resulta en que el medio ambiente sea víctima de actividades de explotación. Las partes que  
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explotan recursos naturales sin cumplir con las leyes y regulaciones incluyen aquellas que 

realizan minería sin permiso, conocida como minería ilegal. 

  La minería ilegal en Indonesia no es un fenómeno nuevo; ha ocurrido con 

frecuencia en casi todas las áreas con recursos minerales potenciales. Como ocurre con el 

dinero, las actividades de los mineros sin licencia generalmente no son amigables con el 

medio ambiente, ya que realizan actividades empresariales solo por un período limitado. Esta 

conducta es causada por una falta de conciencia sobre la conservación y la función ambiental 

(Nomani et al., 2021). 

 La minería ilegal es un negocio minero llevado a cabo por individuos, grupos de 

individuos, comunidades o entidades legales cuyas operaciones no cuentan con permisos de 

las agencias gubernamentales correspondientes, según las regulaciones vigentes (Soelistijo, 

2012). También puede interpretarse como la extracción de minerales o carbón por parte de 

comunidades o empresas sin licencia, sin aplicar principios de minería y causando daño al 

medio ambiente, la economía y la sociedad. 

 Los mecanismos y procedimientos de licenciamiento para la minería a pequeña escala 

llevan a las personas a actuar de manera inmediata para obtener beneficios lucrativos para la 

comunidad. Sin embargo, este tipo de negocio es perjudicial para el estado y el medio 

ambiente. El hecho es que muchos mineros a pequeña escala aún no obtienen una licencia del 

gobierno. El problema complicado relacionado con esta situación radica en que las licencias 

se equiparan con las empresas, lo que provoca actividades de minería ilegal por parte de la 

comunidad (Prianto et al., 2019). Además, el concepto de licenciamiento para la minería 

comunitaria aún no se ha resuelto debido a la falta de compromiso de los gobiernos locales 

para regular y establecer áreas de minería comunitaria. Las acciones incluidas en esta 

clasificación son: a. Minería de minerales y carbón sin IUP, IPR e IUPK (Licencias generales 

para realizar actividades comerciales mineras). b. Titulares de IUP, IUPK, IPR o SIPB que 

presenten informes incorrectos o falsos. c. Exploración sin IUP o IUPK. 

 Estos tres tipos de licencias son la base principal para gestionar y procesar este tipo de 

delito. Según el Artículo 158 de la Ley 3/2020, la falta de licencia se clasifica como minería 

sin licencia; por lo tanto, esta acción puede ser sancionada. 

 

2. Uso indebido de licencias de minería de minerales y carbón 

 El uso indebido de licencias de minería constituye una mala administración que resulta 

en una violación de la ley (Haris et al., 2023). Antes de la transferencia del control de la 

gestión de las áreas mineras, no era raro que este elemento fuera una forma de violación en el 

negocio de la minería de minerales y carbón, junto con la proporcionalidad de la división de 

autoridad entre el gobierno central, las regiones provinciales y las regiones de 

regencia/ciudad, según la Ley de Gobierno Local. El Artículo 165 de la Ley 4/2009 establece 

que toda persona que emita un IUP, IPR o IUPK contrario a la ley y abuse de su autoridad 

está sujeta a sanciones penales en forma de prisión por un máximo de dos años y una multa 

máxima de Rp. 200,000,000 (doscientos millones de rupias). 

 

4.3. Aplicación de la ley sobre la minería ilegal basada en la existencia de licencias 

Según la tipología de la minería ilegal descrita, la aplicación de la ley en la minería ilegal para 

realizar el valor ecológico utiliza el método representado en la Figura 2. 
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 Aplicación de la ley en la minería ilegal basada en la existencia de licencias. Dado que 

el concepto de minería está regulado en la Ley 13/2018 y la Ley 3/2020, para identificar este 

tipo de delito en el Área Minera, se toma como base la licencia. Según las normas reguladas 

en la Ley 3/2020, las disposiciones penales se basan en la administración minera. Mientras 

tanto, la Ley 13/2018 regula la existencia y la función de los bosques y la minería. 

 Cada delito no solo adopta una forma única, sino que también puede considerarse un 

acto doble, lo que requiere precisión por parte de los funcionarios encargados de hacer 

cumplir la ley para encontrar y presentar elementos que respalden ambos tipos de actos 

delictivos. Si uno de los subsistemas de justicia penal no desentraña estos elementos, 

especialmente a nivel de investigación, entonces el juez no tendrá más opción que explorar la 

adecuación de los elementos de apoyo que pueden determinar con qué ley y cómo se debe 

sentenciar al autor del delito, ya que el juez está limitado a los cargos presentados por el 

fiscal. 

 Al igual que en los delitos ambientales, el sector de la minería de minerales y carbón a 

menudo incluye más de un tipo de delito penal: diferentes tipos de delitos y regulaciones. 

Según Angus Nurse, los delitos ambientales tienen un impacto a largo plazo e irreversible y 

potencialmente causan un daño social mucho más amplio y muerte (Nurse, 2022). Las 

generaciones futuras tienen un derecho legal y moral a la protección contra amenazas y 

peligros ambientales (Weston, 2012). 

 

 
 

Figura 2. La existencia de la aplicación de la ley contra la minería ilegal. 

 

 Los investigadores deben ser más observadores al explorar la minería ilegal, ya que no 

es raro que este tipo de delito implique un acto criminal único y múltiples actos relacionados. 

Por lo tanto, todos los componentes de culpabilidad de los criminales de minería ilegal se 

incluyen en los cargos dirigidos a acusaciones de concurso, en particular el concurso real. Se 

han adoptado cuatro técnicas en relación con este tipo de acusación. El primer enfoque utiliza 

una estrategia de amenaza criminal más severa acompañada de agravamiento penal. En 

segundo lugar, cada acto se considera individualmente como un acto criminal, pero se limita o 

se mezcla. En tercer lugar, cada acto criminal se evalúa de forma independiente con un 

sistema puramente acumulativo y sin reducción de la pena, siempre que la sanción impuesta 

sea proporcional al daño causado por el acto criminal. En cuarto lugar, se emplea un sistema 

de sanción pura sin agravación ni reducción de la pena (Faisal & Rustamaji, 2020). 

 El manejo de múltiples delitos, por supuesto, es diferente al de delitos individuales, al 

igual que el tratamiento de los infractores con múltiples delitos. Un infractor que comete  
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múltiples delitos (un delito continuado) recibirá una sentencia más leve (quizás mucho más 

corta) en una única ocasión de sentencia que si se le sentenciara por el mismo delito en dos o 

más ocasiones de sentencia separadas. Bottoms sugiere un enfoque basado en la misericordia 

para sentenciar a infractores múltiples, diseñado para evitar sentencias totales excesivamente 

severas. Thomas cree que evitar castigos «desmesurados» forma parte del razonamiento del 

tribunal en cuanto al principio de totalidad (Zedner & Roberts, 2012). 

 En cuanto a los objetivos de la sentencia, el enfoque del principio de totalidad tiene 

prioridad sobre la proporcionalidad general. Esto significa que, cuando exista la opción entre 

dos aplicaciones de proporcionalidad del delito para producir sentencias acumulativas, debe 

aplicarse moderación en la detención, y la proporcionalidad general debe prevalecer. Sin 

embargo, es posible aplicar el principio de totalidad a los delitos cometidos por más de un 

infractor diferente. 

 La ventaja de usar el principio de totalidad para múltiples delitos es que, 

cuantitativamente, la sanción penal impuesta al perpetrador es más ligera que si se juzgara de 

manera consecutiva. Si el juez impone dos sentencias por dos delitos penales de forma 

consecutiva, al menos uno de los otros delitos debe ser reducido. Las sentencias concurrentes, 

por lo tanto, están más en línea con los principios de proporcionalidad que las sentencias 

consecutivas, ya que las sentencias concurrentes permiten a los jueces imponer penas 

privativas de libertad proporcionales a los delitos individuales tratados, a la vez que cumplen 

con el principio de totalidad. 

 El principio de proporcionalidad se refiere a dos razones. En primer lugar, debe 

diferenciarse de la antigua noción de la ley del talión, según la cual el daño que un infractor 

causa debe ser igual (en especie o grado) al daño que le hace a su víctima. Ashworth se opone 

a esta visión, ya que corresponde a cada sistema de justicia penal determinar el nivel absoluto 

de castigo basado en varios factores locales. La preocupación de Ashworth no era asegurar 

que los infractores fueran sentenciados a un castigo igual al daño que causaron a otros, sino 

más bien asegurar que el castigo que sufrían fuera proporcional al agravio que cometieron. 

Ashworth se centra en el tratamiento relativo de los infractores en el sistema de justicia penal. 

Cada infractor debe recibir el mismo castigo severo que aquellos que cometen delitos de la 

misma gravedad (el principio de paridad). Debe ser más severo para aquellos que cometen 

delitos menos graves y menos severo para aquellos que cometen delitos más graves (el 

principio de orden jerárquico). 

 En segundo lugar, el principio vital de proporcionalidad de Ashworth no es la idea de 

que la proporcionalidad debe ser el único factor que los jueces de sentencia consideren al 

determinar la gravedad adecuada del castigo (Bagaric, 2000). Los filósofos están 

generalmente de acuerdo en que el castigo penal debe ser proporcional a la gravedad del 

delito. Sin embargo, este aparente consenso debe ser más superficial, ocultando desacuerdos 

significativos bajo la superficie. El principio propuesto de proporcionalidad difiere en varias 

dimensiones: la naturaleza del delito o del infractor determina la «gravedad» del delito y, por 

lo tanto, el término relacionado de la proporcionalidad; si el castigo se vuelve 

desproporcionado solo si es demasiado severo o demasiado leve; y el principio puede 

proporcionar un juicio absoluto o meramente comparativo (Berman, 2021). 

 La formulación general es que el castigo debe ser proporcional a la gravedad o 

seriedad del delito. Sin embargo, los académicos proponen una amplia gama de características 

del delito o del infractor que deberían ser castigadas proporcionalmente. Muchos académicos 

se enfocan en características que razonablemente podrían considerarse internas al infractor, 

como la culpabilidad, la responsabilidad, la culpa o el abandono. Otros se enfocan en aquellos 

factores externos al infractor, es decir, lo que más importa en términos de proporcionalidad es  
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el daño causado por el delito. Otros combinan ambas perspectivas, considerando la seriedad 

del delito para fines de proporcionalidad como una función usualmente indeterminada de 

culpabilidad (o culpa) y daño. A nivel adjudicativo, los jueces no pueden evitar la necesidad 

de encontrar un límite firme para el daño, siempre que exista una posibilidad real de causar 

daño a los intereses legales a proteger. Por lo tanto, no es crucial si el daño se materializa o 

no. Así, se requiere una evaluación factual de las circunstancias concretas (Remmelink, 

2003). 

 Cada uno de estos componentes da lugar a su propio principio de proporcionalidad, de 

tal manera que el principio de proporcionalidad en el reproche establece que la cantidad de 

reprimenda que un infractor merece debe ser una función de la culpabilidad del delito. Al 

mismo tiempo, el principio de proporcionalidad en el trato estricto señala que la gravedad del 

castigo que merece un infractor debe ser una función de la seriedad del delito. Por otro lado, 

el modelo de aplicación de la ley contra la minería ilegal se mide según la prioridad respecto a 

los cuatro modelos de criminalización basados en el daño al medio ambiente: daño abstracto, 

daño concreto, pérdida concreta y contaminación ambiental severa (Ali & Setiawan, 2023). 

  

4.4. Delitos de minería de minerales y carbón según la zona 

En términos simples, la tipología de los delitos de minería de minerales y carbón en función 

de la ubicación del negocio minero se divide en dos categorías: minería ilegal en el área 

minera y minería ilegal fuera del área minera. 

 

1. Minería Ilegal en el Área Minera 

 Este tipo de delito es uno de los fenómenos y problemas que son difíciles de resolver. 

Muchas minas ilegales son llevadas a cabo por pequeñas comunidades con gran número de 

personas, como si su existencia estuviera entre la presencia y la ausencia. Esto tiene un 

impacto en las pérdidas para el Estado. En 2022, el Ministerio de Energía y Recursos 

Minerales registró pérdidas para el Estado debido a la minería ilegal en áreas mineras por un 

valor de 3.5 billones de rupias (Indonesia, 2023). Según Redi, este componente se utiliza 

como una política para que el gobierno formalice la minería ilegal en una empresa legítima 

basada en un análisis de costos y beneficios para lograr el bienestar de la comunidad (la 

máxima felicidad según el principio más alto) (Redi, 2016). 

 Esta formalización representa un cambio de política en la regulación de la minería a 

pequeña escala. El proceso de legalización se lleva a cabo de seis maneras: desarrollo de un 

entorno legislativo favorable y completo, acceso a datos geológicos, capital, equipos, 

desarrollo de capacidades y activación de la conversación entre los actores involucrados 

(Sugiarti et al., 2021). 

 En algunos contextos, el acceso informal a la tierra a través de conexiones ancestrales 

es más legítimo a los ojos de los mineros locales que los permisos formales de minería. Por lo 

tanto, una licencia de minería por sí sola no es suficiente para ser atractiva para los mineros 

locales. La falta de comprensión de las dimensiones de subsistencia de la minería ilegal a 

pequeña escala lleva a la errónea suposición política de que las personas que operan en las 

minas son empresarios en lugar de proveedores de sustento. Esto sugiere que una 

comprensión adecuada y precisa de las condiciones y perspectivas locales sobre la 

formalización es crítica para su éxito (Kumah, 2022). 

 No toda la minería ilegal ocurre en áreas mineras, y el proceso promedio de aplicación 

del sistema de justicia tiende a ignorar la justicia ecológica. Un caso que respalda este tipo de 

delito es la Decisión Judicial Número 147/Pid.Sus/2022/PN Tjs. 

 El proceso de excavación de la mina comienza con la localización del material de oro 

utilizando una excavadora para determinar la línea del material. Las muestras se recolectaron  
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para su análisis después de ser remojadas en CN (cianuro) durante 5-7 días. El material de oro 

en carbono se humedece luego en la tina de remojo, se quema y finalmente se procesa con un 

brandel/blemer, revelando el material de oro bruto. La prueba del laboratorio criminalístico de 

la Unidad de Investigación Criminal de la Policía Nacional, N.º 1926/BMF/2022, reveló que 

el suelo excavado y utilizado como muestra de examen contenía 75.6472% de sílice (Si), 

0.4200% de plata (Ag) y 0.8234% de oro (Au). 

 Los hechos presentados por el fiscal en la acusación no explican la influencia del CN 

(cianuro). Aunque el material del acusado, el CN (cianuro), como mezcla del contenido de 

tierra cribada y tipos de minería, produce oro, puede ser perjudicial para los humanos y el 

medio ambiente (plantas, animales y suelo) si no se maneja adecuadamente. La toxicidad del 

cianuro libre es excepcionalmente alta (Majalis et al., 2022). 

 El uso de CN (cianuro) en este caso puede clasificarse como un delito que causa un 

peligro abstracto. Según Jan Remmelink, el fiscal público solo necesita probar que ocurrió el 

comportamiento dañino, ya que un objeto legal específico está genuinamente amenazado con 

peligro o daño como resultado del comportamiento peligroso, tal como lo define el artículo 

429, sub 3 sir (Remmelink, 2003). Como en el concepto de gestión de la minería de minerales 

y carbón, los aspectos que tienen prioridad son los permisos, no el impacto ambiental. Esto 

significa que el mecanismo de investigación es idéntico a ignorar la justicia ambiental como 

un impacto de la minería ilegal. De hecho, según su contenido, la ley es una manifestación de 

justicia, incluida la justicia no humana (ecológica). La responsabilidad moral de los humanos 

hacia los organismos no humanos no es solo humanitaria. Sin embargo, incluye los requisitos 

de la justicia distributiva a pesar de la resistencia insuperable a la idea de que solo los seres 

morales pueden recibir adecuadamente dicha justicia (Baxter, 2005). 

 La acusación presentada al juez fue restrictiva, sin el uso alternativo del artículo 98, 

párrafo (1) de la Ley 32/2009, que podría adaptarse al propósito e impacto del cianuro. Si los 

agentes encargados de hacer cumplir la ley desempeñan mal su labor, no habrá 

sistematización en el sistema de justicia penal. Esto se debe a que, según el concepto de 

derecho, los requisitos legales se interpretan y pueden influir en cuál de varias alternativas 

factibles se toma para tomar la decisión (Sidharta, 2009). La acusación limita el margen de 

acción del juez, y la ley tiende a ser estática; el logocentrismo es rígido (Faisal & Rustamaji, 

2020). Por otro lado, los jueces tienen autoridad en forma de discreción judicial (Etcheverry, 

2018). Esta autoridad determina la opción que será examinada en función del razonamiento 

legal y la convicción de que un acto enfrentado puede ser culpado y luego sentenciado, o 

viceversa. 

 El juez señaló los «grandes daños ambientales causados por las acciones del acusado, 

que también pueden clasificarse como minería a gran escala», basándose en el veredicto, 

particularmente en la sentencia agravante. Sin embargo, esta influencia podría haberse 

enfatizado o investigado más en los hechos del juicio. Dado que está vinculada a la operación 

minera a gran escala del acusado, existe la posibilidad de pérdidas para el Estado y problemas 

ambientales relacionados con el área excavada y el uso de CN (cianuro) en el procesamiento 

del mineral de oro. Según este ejemplo, el sistema de justicia penal carece de sincronización y 

armonía, particularmente en la alineación de las percepciones culturales de los empleados 

encargados de hacer cumplir la ley (Muladi, 1995). 

 

2. Minería Ilegal Fuera del Área Minera 

 La minería ilegal no solo puede llevarse a cabo dentro del área minera, sino también 

fuera de ella. Según el informe de la Dirección General de Minerales y Carbón del Ministerio 

de Energía y Recursos Minerales, la ubicación de la minería ilegal está distribuida en 2741  
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sitios, de los cuales 477 están fuera del Área de Licencia Minera, 132 dentro del Área de 

Licencia de Negocios Mineros, y los 2132 restantes no están identificados (Dirjend Minerba, 

2021). El porcentaje de minería ilegal se presenta en la Figura 3. 

 A partir de los datos sobre la minería ilegal en Indonesia, este tipo de delito también 

puede ocurrir fuera del área minera. En este contexto, el proceso de justicia penal es más fácil 

de aplicar en términos de justicia ecológica, ya que otras regulaciones especiales respaldan 

este tipo de delito. Un caso que ha aplicado justicia ecológica es la Decisión Judicial Número 

81/Pid.B-LH/2020/PN Kba. 

 Azeman bin H. Maharan es el líder del Grupo de Agricultores Forestales Tani 

Makmur (Gapoktanhut) en el pueblo de Batu Beriga, subdistrito de Lubuk Besar, en la 

regencia de Bangka Central. Las actividades relacionadas con la «plantación de árboles de 

agarwood» en áreas de bosque protegido resultaron en: excavaciones y extracción de suelo 

con profundidades que varían entre 2 y 7 metros, pérdida de suelo superficial, subsuelo y 

vegetación natural. 

 

 
 
Figura 3. Porcentaje de minería ilegal según el área minera. 

Fuente: Informe anual de la Dirección General de Minerales y Carbón, Ministerio de Energía y Recursos 

Minerales, Dirjend Minerba (2021). 

 

 La consideración del juez en el caso quo sobre las acusaciones del fiscal público 

incluye: el artículo 94, párrafo (1), letra a, en relación con el artículo 19, letra a, y el artículo 

89, párrafo (1), letra a, en relación con el artículo 17, párrafo (1), letra b de la Ley 18/2013, 

así como los artículos 98 y 99, párrafo (1), de la Ley 3/2009. 

 De las dos acusaciones alternativas presentadas por el fiscal público, la decisión del 

juez tiende a favorecer el artículo 89, párrafo (1), letra a, en relación con el artículo 17, 

párrafo (1), de la Ley 18/2013, al evaluar el elemento material del acto: «realizar actividades 

mineras en áreas forestales sin un permiso ministerial». Los elementos en este artículo se 

relacionan con tres aspectos: toda persona que intencionalmente realice acciones que resulten 

en exceder los estándares de calidad del aire ambiental, los estándares de calidad del agua de 

mar y los criterios estándar de daño ambiental. El tercer elemento utilizado como parámetro 

por el juez es el tipo de suelo excavado por el perpetrador, específicamente el color, el nivel 

de intemperismo, la textura y la excavación de tres metros de profundidad. La acusación se 

aborda en forma de alternativas. Sin embargo, considerando que la base de cada acusación 

utiliza una ley particular (La ley especial) basada en el principio dinámico y limitativo de la 

ley especial, esta debe ser degradada determinando el acto dominante. El sistema legal  
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nacional proporciona un entorno ideal para aplicar el principio de la ley especial, ya que es 

una concepción organizada con un sistema jerárquico, estructurado, instituciones y un marco 
legal organizado. La ley especial ha demostrado ser una herramienta valiosa para la  

resolución de conflictos en el orden legal nacional (Prud’homme, 2007). 

 

4.5. Orientación de la aplicación del derecho penal basada en el daño ambiental 

La minería solo puede mantenerse sostenible si sigue los principios de sostenibilidad 

ecológica, vitalidad económica y ecológica, vitalidad económica y equidad social en todas las 

etapas del ciclo de vida de la minería. La minería se vuelve más amigable con el medio 

ambiente mediante medidas como la reducción de insumos y salidas, el uso de equipos 

sostenibles para reducir desechos, el uso de recursos de energía renovable que ayudan a 

ahorrar energía y el cierre de actividades mineras ilegales. 

 Normativamente, las disposiciones para la gestión de negocios de minería de 

minerales y carbón han sido incluidas en el artículo 124, párrafo (2) de la Ley 3/2020, con el 

concepto de licencias escalonadas que abarcan desde la investigación general, exploración, 

estudio de viabilidad, construcción, minería, procesamiento o refinación, transporte y ventas, 

hasta la post-minería. El gobierno formula políticas administrativas de esta manera con la 

esperanza de que el negocio minero no solo se enfoque en las ganancias, sino que también 

preste atención a los factores ambientales. 

 La perspectiva del gobierno se alinea con el concepto desarrollado y reconocido por la 

visión antropocéntrica de la naturaleza, donde la naturaleza se utiliza únicamente como una 

herramienta para satisfacer las necesidades humanas. El impacto de la gestión minera a 

menudo resulta en la degradación ambiental, pero esta perspectiva se considera razonable 

siempre que su propósito se base en satisfacer las necesidades humanas. Hayward proporciona 

una definición fragmentada del antropocentrismo: lo que se objeta bajo el título de 

antropocentrismo en la ética ambiental y la política ecológica es una preocupación por los 

intereses humanos que excluye, o se da a expensas de, los intereses de otras especies 

(Kopnina et al., 2018). 

 Toda ética previa se ha basado en el concepto de que el individuo es miembro de una 

comunidad de piezas interconectadas. Sus instintos lo impulsan a competir y ganarse su lugar 

en esa comunidad, pero su ética lo orienta hacia la colaboración (aparentemente para dar 

espacio a la competencia) (Paul & Baindur, 2016). Leopold argumenta que la ética de la tierra 

expande los límites de una comunidad para incluir el suelo, el agua, las plantas y los animales. 

La ética de la tierra cambia el rol del Homo sapiens de conquistador de la comunidad terrestre 

a miembro y ciudadano ordinario. Esto implica respeto hacia los demás miembros y también 

respeto hacia la comunidad como tal (Leopold, 2008). 

 Esta situación dio lugar a la aparición del Movimiento de Ecología Profunda, que 

continuará creciendo independientemente de lo que los filósofos profesionales propongan. 

Uno de los líderes de este movimiento es Arne Naess, quien desarrolló ocho conceptos 

esenciales: a) El florecimiento de la vida humana y no humana en la Tierra tiene un valor 

intrínseco. b) La riqueza y diversidad de formas de vida también tienen un valor en sí mismas 

y contribuyen al florecimiento de la vida humana y no humana en la Tierra. c) Los humanos 

no tienen derecho a reducir dicha riqueza y diversidad, excepto para satisfacer sus 

necesidades vitales. d) El florecimiento de la vida humana y la cultura es compatible con una 

reducción sustancial de la población humana. e) Con base en lo anterior, las políticas 

existentes deben cambiarse. Los cambios en las políticas afectarán la estructura de la 

economía, la tecnología y la ideología fundamental. f) El cambio ideológico en cuestión es, 

principalmente, la apreciación de la calidad de vida (vivir en situaciones de valor intrínseco)  
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en lugar de adherirse a un estándar de vida cada vez más alto. g) Quienes se adhieran a los 

puntos anteriores tienen la obligación, directa o indirecta, de participar en los esfuerzos para 

implementar los cambios necesarios (Naess, 2008). 

 La presencia de agentes de la ley, tanto en términos de recursos humanos como 

institucionalmente, es un componente esencial para el éxito en la implementación de leyes y 

regulaciones. El poder legislativo puede determinar el éxito o el fracaso de la aplicación de la 

ley al establecer dichas normas y regulaciones. En este nivel de política, la ley tiene como 

objetivo mejorar la sociedad. Sin embargo, no es raro que la comunidad se oponga a las 

reglas, normas y aplicabilidad de la ley, lo que coloca a los agentes de la ley en una posición 

incómoda entre implementar la ley vigente con su autoridad y hacerlo de manera coercitiva 

(Raharjo, 2011). De hecho, el desempeño de los agentes de la ley suele ser situacional; por 

ejemplo, un mismo caso puede ser tratado con interpretaciones distintas por cada organismo 

de aplicación de la ley a nivel de implementación. Van Dorn justifica esto al afirmar que los 

agentes de la ley, como titulares de funciones dentro de una organización, están motivados 

por elementos particulares, como las disparidades en la interpretación entre las agencias de 

aplicación de la ley. 

 El comportamiento y las actitudes profesionales tienen un impacto significativo en el 

patrón de demandas del sistema. Hasta ahora, el sistema legal no ha sido más que un medio, 

una cuerda en nuestra metáfora. Por otro lado, los comportamientos profesionales tienen 

explicaciones. Un juez decidirá cumplir con las demandas que se le presentan cuando estas 

favorezcan sus propios intereses o cuando sus compañeros o valores lo exijan. Sin embargo, 

los remanentes a largo plazo de las instituciones sociales indican una influencia y poder 

persistentes, y la presión de los pares depende de quiénes sean estos pares. Por ejemplo, los 

patrones de reclutamiento en la profesión son un factor que está lejos de ser políticamente 

neutral. El comportamiento complejo de los profesionales, la cultura legal interna, no es, por 

tanto, un desarrollo autónomo ni una excepción a la tesis general de la dominancia de la 

sociedad sobre la ley (Teubner, 2022). 

 

5. Conclusión 

Basado en la tipología del delito, la minería ilegal tiene un impacto significativo en el daño 

ambiental. Las operaciones de minería ilegal, limitadas al ámbito de licencias, junto con las 

instalaciones e infraestructuras utilizadas, como sustancias tóxicas, pueden causar graves 

daños al medio ambiente. Este tipo de delito constituye un acto doble, ya que cumple con los 

elementos criminales establecidos en la Ley 3/2020 y la Ley 36/2009. Esta situación se vuelve 

problemática si los elementos de cada delito doble no se presentan en la acusación. En el 

proceso probatorio, el juez está limitado por la acusación y los hechos presentados, lo que 

afecta la aplicación de sanciones. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley pueden 

utilizar una tipología basada en áreas de la minería ilegal dentro del proceso de justicia penal, 

especialmente en la etapa de investigación, ya que las consecuencias regionales influyen en 

las normas que pueden aplicarse a los perpetradores de minería ilegal. 

 La justicia ecológica se logra en el sistema de justicia penal si todos los componentes 

de la minería ilegal se detectan durante la investigación y se incluyen en la acusación. Este 

procedimiento permite a los jueces aplicar la ley e imponer sanciones a los perpetradores de 

minería ilegal de manera integral y proporcional. 

 El autor recomienda incluir todos los aspectos de una serie de operaciones de minería 

ilegal en los procesos de investigación y acusación. Este tipo de delito tiene un impacto 
multisectorial, y su abordaje integral busca alcanzar el mismo objetivo: realizar justicia  
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ecológica en un sistema de justicia penal integrado. 

 Esta investigación está limitada a casos específicos en dos ubicaciones, a saber, en 

Kalimantan del Norte y Bangka Belitung (Provincias de Indonesia), por lo que 

investigaciones futuras podrían ampliarse a los tipos de minerales y carbón, así como 

realizarse en varias regiones con diferentes recursos naturales. 
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